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En el presente artículo de investigación se analiza si la implementación de la Resolución 
0388 del 10 de mayo 2013 expedida por la Unidad Administrativa Especial para la Atención 
de Víctimas, ha garantizado la participación política efectiva de las víctimas del conflicto 
armado en Colombia; ello, desde la organización y generación de puentes de coordinación, 
entre las diferentes instancias de intervención participativa en los espacios propicios a nivel 
nacional. Así mismo, se determina si tanto en el sector público como en el privado se han 
encargado desde los factores que les competen, por propiciar un ambiente que se ocupe de la 
atención, reparación, y representación de cada una de las víctimas, sin abandonar los 
enfoques diferenciales que se establecieron desde la ley de víctimas de 2011. El análisis que 
fundamenta este estudio se estructura bajo la descripción de los parámetros de la resolución 
y su materialización efectiva, desde su fecha de expedición hasta el año 2019.  




This research article analyzes whether the implementation of Resolution 0388 of 10 May 
2013 issued by the Special Administrative Unit for Attention to Victims has guaranteed the 
effective political participation of the victims of the armed conflict in Colombia; this, from 
the organization and generation of bridges of coordination, between the different instances 
of participatory intervention in the appropriate spaces at the national level. Likewise, it is 
determined if both the public and private sectors have been responsible, from the factors that 
are within their competence, for providing an environment that deals with the attention, 
reparation, and representation of each of the victims, without abandoning the differential 
approaches that were established since the victims' law of 2011. The analysis that underlies 
this study is structured under the description of the parameters of the resolution and its 
effective materialization, from its date of issue until the year 2019 




En Colombia, tanto la realidad como la historia, han sido lamentablemente marcadas 
por un largo y casi insuperable periodo de tiempo a causa del conflicto armado1. Luego de 
1966, al finalizar el periodo conocido como “La Violencia” (Yaffe, 2011, p. 191) se 
consolidó un descontento generalizado entre los habitantes del territorio, lo que condujo 
después de una disputa bipartidista constante, al surgimiento de las guerrillas y su posterior 
confrontación con el Estado (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, p. 33). Con el 
movimiento guerrillero y luego el desarrollo paramilitar2, se sedimentó una dinámica 
violenta, subversiva y perpetradora de la violación masiva a los Derechos Humanos (en 
adelante DDHH) a lo largo y ancho de toda la nación. 
Merece la pena indicar que, a raíz de la complejidad que encierra el conflicto presente 
en el país y su actual proceso posacuerdo, no existe una única teoría que identifique sus 
características y alcances, o que se asemeje a las ya establecidas con anterioridad para 
delimitar cierto tipo de conflictos que se han desarrollado en la historia, por lo que, resulta 
muy difícil encuadrar el conflicto colombiano en una categoría preestablecida (Trejos 
Rosero, 2018). A pesar de ello, la producción investigativa de instituciones estatales y 
académicas, ha logrado delimitar ampliamente el desarrollo, consolidación y el impacto que 
el conflicto propiamente dicho ha tenido en el territorio colombiano y en su población. 
De manera detallada se ha logrado una amplia caracterización de la población y su 
dinámica entorno al conflicto armado, desde la evaluación social y cultural, hasta el 
reconocimiento de quiénes y por qué son víctimas, tanto para la población civil, así como 
para los individuos miembros de las fuerzas armadas (Cubides-Cárdenas, Sierra-Zamora, y 
Mejía Azuero, 2018). Permitiendo de esta manera, la inclusión necesaria de cada persona 
resignificando su posición individual (Delgado Barón, 2015) y el reconocimiento general en 
la sociedad y su papel en la construcción de un Estado más inclusivo en los términos de 
aceptación y ayuda a los afectados por el conflicto armado colombiano, que ha estado 
                                                          
1Sobre el conflicto y sus pormenores, consúltese: Anaya Caraballo, Lina. y Mogollón Anaya, Nuby. (2016) El 
conflicto armado interno colombiano: una mirada sociojurídica desde la jurisprudencia de la Corte Penal 
Internacional. Justicia Juris, 12(1), 107-117. 
2Acerca del paramilitarismo y su creación, véase: Centro Nacional de Memoria Histórica. (2018). 
Paramilitarismo. Balance de la contribución del CNMH al esclarecimiento histórico. CNMH. 
enmarcado en “desconfianza institucional e inequidad en todos los niveles” (Navas-Camargo 
y Cubides Cárdenas, 2018, p. 263). 
Así el panorama, el reconocimiento de la población civil y la fuerza pública como 
víctimas es un asunto imprescindible en el estudio y manejo especial que se le da al conflicto, 
ello desde la protección como deber del Estado a cada individuo sin importar sexo, raza, 
religión, creencia u oficio, entre muchas otras variables. Así, existe un camino de gran 
complejidad que permita entender el impacto que se produjo a raíz de graves contravenciones 
a los DDHH, así como al Derecho Internacional Humanitario (en adelante DIH), pues este, 
procura “el respeto de los derechos humanos mínimos o inderogables en caso de conflicto 
armado” (Valencia Villa, 1989, p. 3). 
Es necesario mencionar la procedencia múltiple de las víctimas, pues se ha logrado 
demostrar con el estudio del conflicto que los hechos victimizantes no solo fueron producidos 
por las guerrillas o los paramilitares, sino también por la fuerza pública, mediante los 
llamados crímenes de Estado (Guglielmucci, 2017). Por tal razón, las víctimas requieren de 
una adecuada observación en lo que concierne a su entorno y a los hechos que las 
perjudicaron, así como de la categoría de su victimario, es decir, si fue un grupo guerrillero, 
paramilitar o un agente del Estado.  
Pese a todo, existen una serie de instrumentos jurídicos internacionales que abordan 
cada uno de los asuntos que competen a las violaciones de derechos de los individuos, y que 
por supuesto, dotan de valiosas herramientas para que el Estado pueda proteger a sus 
habitantes en medio del conflicto armado. Un ejemplo claro de ello, es un instrumento 
jurídico perteneciente al DIH, este es el Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra de 
1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales de 
1977. Este protocolo desarrolla una serie de garantías para los que no son combatientes en el 
conflicto armado y establece normas sobre la protección de las personas civiles, así como de 
sus bienes e instalaciones esenciales para su supervivencia (Unión Interparlamentaria y 
Comité Internacional de la Cruz Roja, 2018).  
Ahora bien, en lo que respecta al Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
(en adelante DIDH), se identifica una gran contribución, como lo menciona Galdámez Zelada 
(2007), puesto que, ha cambiado el rol de la víctima, ubicándola en un papel central a 
diferencia de lo que ha hecho tradicionalmente el derecho penal orientado a la figura del 
delincuente, esto no solo se materializa en el reconocimiento en los procesos judiciales a las 
víctimas, sino también, en el reconocimiento de su reparación por parte del victimario. 
En suma, al detallar el desarrollo de la caracterización de la víctima, tanto en el DIH 
como en el DIDH, se evidencia la importancia que reviste la representación de comunidades 
o ciudadanos que no tienen ningún tipo de relación con la confrontación armada entre el 
Estado y los grupos al margen de la ley. Ante ello, merece indicarse que, los antecedentes 
internacionales para el reconocimiento de los perjudicados con actos bélicos o 
enfrentamientos violentos, son variados y tienen características disímiles entre sí, pero, 
logran concretar y estructurar el amparo judicial necesario e idóneo para cualquier país y sus 
víctimas, como es el caso de los convenios de Ginebra, con su protocolo facultativo 
relacionado y su aplicabilidad en Colombia. 
Por otra parte, los derechos de las víctimas en Colombia3 han tenido un pequeño pero 
importante desarrollo normativo, que ha permitido otorgar ayuda y protección a aquellos 
individuos que se han visto afectados por el conflicto, y cada uno de los hechos delictivos 
que se consolidaron durante más de 60 años en el país. A continuación, se expondrán 
brevemente las leyes que se han expedido por y para las víctimas en aras de salvaguardar su 
integridad, y evitar la revictimización que se produce (Mantilla, 2015) por la no atención o 
protección estatal. 
La primera más destacable es la Ley 387 de 1997, que adoptó medidas para la 
prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y 
estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia. Así mismo, en 
ella se delimitó la tarea del gobierno y cada uno de los entes administrativos regionales, para 
la creación y consolidación de planes que permitan crear un sistema de atención integral a 
las víctimas del desplazamiento. Por supuesto, en este instrumento normativo solo se 
reconoció a las víctimas que fueron despojadas de sus tierras, apartando otros flagelos de la 
                                                          
3Para profundizar sobre su conceptualización y alcance, puede consultarse: Martínez Lazcano, Alfonso. y 
Cubides Cárdenas, Jaime. (2016). Medidas de inclusión para una paz duradera. En Vivas (Ed.) Derechos 
humanos, paz y posconflicto en Colombia (pp. 127-153). Universidad Católica de Colombia.  
guerra como la desaparición forzada, secuestro, violencia sexual, entre otros, sin embargo, 
marcó un gran inicio en la ardua lucha por el reconocimiento.  
Seguidamente, se promulga la Ley 418 de 1997, prorrogada por la Ley 782 de 2002 y 
reglamentada por el Decreto nacional 1980 de 2012, por la que se estipulan una serie de 
principios que buscan la convivencia, y la eficacia de la justicia. Estos principios se 
desarrollan de cara al reconocimiento de las víctimas, y así se otorga esta calidad a aquellas 
personas de la población civil, en palabras de la ley, “que sufren perjuicios en su vida, grave 
deterioro en su integridad personal y/o bienes, por razón de actos que se susciten en el marco 
del conflicto armado interno, tales como atentados terroristas, combates, ataques y masacres 
entre otros” (art. 15). Junto a ello, se reconoce la obligatoriedad de atención médica, vivienda, 
crédito y educación a esta población vulnerable. 
Un aspecto notable e interesante que contiene esta ley es la distinción del tipo de 
víctimas, aquí se categorizan las víctimas directas e indirectas (Carrillo-Ballesteros, 2015) 
las primeras de ellas son las personas desplazadas y la población, y las segundas son los 
menores de edad que hacen parte de las hostilidades. Este tipo de división conduce a una 
adecuada distinción de las víctimas, pero, limita en gran medida, el acceso idóneo a quienes 
han sido víctimas, pero los hechos victimizantes no han sido reconocidos o probados. 
Luego, en 2005, se expide la Ley 975 por medio de la cual se reconoce la 
reincorporación de miembros de grupos armados al margen de la ley, específicamente de 
corte paramilitar, y la articulación de la paz nacional por medio de la reconciliación. En el 
proceso de cada uno de los combatientes se procura por la existencia de unos mínimos de 
protección, no solo a quien desea desmovilizarse sino también, a las víctimas y sus derechos, 
imposibilitando que estos se vean truncados y limitados. Por tal razón, se prevé que: 
El proceso de reconciliación nacional al que dé lugar la presente ley, deberá 
promover, en todo caso, el derecho de las víctimas a la verdad, la justicia y la 
reparación y respetar el derecho al debido proceso y las garantías judiciales de los 
procesados (art. 4). 
Esta promoción de los derechos de las víctimas fue un gran avance que el legislador 
desarrolló, reconociendo el papel fundamental que tiene proporcionar a las víctimas el 
protagonismo en un proceso como la desmovilización. Adicional a ello, el articulado de la 
ley se encargó de definir detalladamente el alcance que tienen los derechos de las víctimas y 
cómo estos deben ser amparados en los procesos judiciales, así como la debida reparación 
que se debe efectuar compensando los perjuicios producidos con ocasión a los actos 
delictivos en el marco del conflicto armado. 
Por último, una de las leyes más importantes4 para las víctimas es la Ley 1448 de 
2011 titulada como la ley de víctimas y restitución de tierras, puesto que, es el primer 
instrumento normativo que se desarrolla en torno a las víctimas, sin que exista otro tipo de 
temas que puedan equipararse, por lo que, su existencia denota una clara intención de 
protección y visibilidad a las personas flageladas por el conflicto que no han sido amparadas 
por el Estado, pues a pesar de la materialización de las leyes citadas con anterioridad, las 
mismas no fueron suficientes para agrupar a todos los individuos afectados. 
Esta ausencia de protección específica que fue mencionada se fundamenta en que, las 
víctimas al enfrentarse al desequilibrio generado por la violación, buscan la justicia (Centro 
Nacional de Memoria Histórica, 2016, p. 473), por tal motivo, la existencia de un texto legal 
que garantice su identidad y derechos puede, si se conduce en debida forma, cubrir la 
necesidad imperante de justicia que ha existido durante numerosas décadas. Así pues, esta 
ley delimitó quiénes, cuándo y por qué son víctimas en los siguientes términos: 
Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual 
o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero 
de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o 
de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos 
Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno (art. 3). 
De la interpretación básica del anterior artículo, se logra denotar los aspectos 
novedosos que se le incorporó a la noción de víctima contrapuesto a lo establecido en las 
                                                          
4Es esencial determinar que, la creación normativa sobre víctimas no acaba con esta ley, posterior a ella, hay 
un avance normativo que se vislumbra notoriamente en el marco de los diálogos de paz con el desaparecido 
grupo guerrillero FARC-EP en 2016, donde hubo una especial atención a las víctimas y su participación en la 
Mesa Nacional de Garantías desde lo contemplado por el Acuerdo Final para la Paz.  
leyes desde 1997. Los más notables son la temporalidad, pues, se considerarán víctimas solo 
desde la ocurrencia de hechos violentos en 1985, por lo que, antes de este año los individuos 
no podrían adquirir su diferenciación como víctimas. También, se identifica el 
reconocimiento del conflicto armado y su contravención con el DIH y los DDHH, lo que 
fundamenta aún más la protección esperada por parte del Estado colombiano aunado al 
reconocimiento de sus obligaciones internacionales (ONU, 2011), con respecto a los 
instrumentos supranacionales que han sido ratificados. 
El texto promulgado en el 2011, también reconoce el papel de víctima a los familiares, 
y cónyuges o compañeros permanentes de la víctima directa cuando “a esta se le hubiere 
dado muerte o estuviere desaparecida” (art. 3, párr. 2). Esta extensión hacia la familia y el 
núcleo más íntimo de muertos o desaparecidos, proporciona una protección más amplia y 
plausible que impide la limitación de cualquier tipo de derecho, superando incluso que la 
víctima directa no esté presente para ser debidamente protegida. 
Por supuesto, existen numerosas distinciones especiales y valiosas que contiene la 
ley, pero, atendiendo al enfoque temático del presente artículo, estas serán estudiadas desde 
el análisis de la resolución 0388 de 2013, creada por la Unidad Administrativa Especial para 
la atención de víctimas del conflicto armado (en adelante UAV) en atención al artículo 194 
de la ley de víctimas que prevé la existencia de un Protocolo de Participación Efectiva. A 
raíz de la importancia que reviste tal participación, se utilizará una metodología analítica en 
la investigación para examinar los pormenores que hacen parte de la resolución y propician 
un escenario inclusivo para las víctimas, desde tres ejes temáticos fundamentales.  
El primero de ellos, se centra en estudio de la participación política por medio de una revisión 
teórica y normativa, identificando cada una de sus implicaciones, desde la perspectiva de las 
víctimas y su participación política en los términos que prevé la resolución. 
     Posteriormente, en el segundo eje temático se evalúa el contenido de la resolución, 
determinando sus alcances más relevantes en la creación de espacios que propicien la 
vinculación, y promuevan el adecuado cumplimiento de los pilares elementales de la ley de 
víctimas y restitución de tierras.    
Finalmente, en el tercer eje se examina la forma en la que se lleva a cabo la 
socialización e implementación del protocolo de participación desde los datos 
proporcionados por la UAV, así como, los balances que cada entidad territorial presenta en 
cuanto al nivel de participación y la adecuación de espacios para tal fin, develando si su 
efectividad esperada es alcanzada y se consolida el amparo a los individuos perjudicados, 
todo ello, evaluado desde el año de creación de este instrumento, hasta el 2019 último año 
del que se poseen cifras de participación de víctimas.  
Los espacios que crea el protocolo y que ocuparán una parte esencial de la 
investigación, son la apuesta más humana y cercana a las víctimas para propiciar un diálogo 
activo, que solo será efectivo si involucra a todas las personas afectadas en su categoría de 
víctimas por el flagelo del conflicto armado en el país. Por lo anterior, la presente 
investigación busca analizar la implementación de la resolución 0388 de 2013 en relación 
con la participación de las víctimas del conflicto armado. Cabe indicar que, la indagación de 
la puesta en marcha del protocolo va acompañada de la evaluación de su creación y evolución 
a partir del 2013.  
El análisis que se realizará conforme se estableció en los párrafos anteriores, busca 
responder al cuestionamiento sobre ¿cómo ha sido la implementación de la resolución 0388 
del 10 de mayo de 2013 en relación con la participación efectiva de las víctimas del conflicto 
armado en Colombia? Al responder esta pregunta, se espera identificar la cantidad de 
víctimas que hicieron y hacen parte de los espacios previstos por el protocolo para participar 
en el territorio colombiano, evidenciando si con el pasar de los años aumenta o disminuye el 
nivel de población, y así mismo, si la materialización de los espacios de dialogo es efectiva, 
partiendo del hecho que entre más víctimas se encuentren vinculadas, más accesible son los 
procesos de integración política y reconocimiento de sus derechos.  
1. La participación política de las víctimas del conflicto armado colombiano: una 
mirada desde la creación del protocolo en 2013 
Los criterios que cimientan el protocolo de participación para las víctimas se encuentran 
arraigados en la colaboración, y copropiedad de intervención en asuntos políticos y públicos, 
es decir, la base fundamentadora de la expedición de la resolución es la integración de cada 
individuo perjudicado, en aquellos espacios de debate y creación de políticas, reglamentos o 
cualquier instrumento jurídico que posea una incidencia en el otorgamiento y materialización 
de sus derechos. 
Para tal fin, es importante realizar un cuidadoso análisis de lo que es la participación en 
espacios políticos y cómo esta se materializa para las víctimas del conflicto armado en 
Colombia, sin olvidar que la necesidad de tal integración ha sido parte apical de la ley de 
víctimas, así como del proceso de paz y posterior Acuerdo Final para la Paz que tuvo lugar 
en el año 2016 y sigue teniendo incidencia hasta el día de hoy. Por ello, la delimitación 
conceptual y enfocada al caso colombiano tendrá distintas visiones doctrinales que han 
estimado la importancia de efectivizar la democracia participativa y debilitar en parte la 
democracia representativa (Hernández Valle, 2002). 
Al respecto, es notable destacar que, para el caso de Colombia, 
la democracia participativa otorga a la participación un alcance que trasciende los 
procesos estrictamente electorales. Por ello el constituyente buscó articular dos 
modelos: democracia representativa y democracia directa. De esta manera, el 
constituyente primario, por medio de la asamblea nacional constituyente, pretendió 
incorporar las ventajas de la participación ciudadana y aprovechar las virtudes del 
sistema representativo que se utilizaba en nuestro país, todo ello, bajo la estructura 
del esquema de democracia participativa, que se plasma en varias normas de la 
Constitución Política de Colombia (Fonseca González, 2012, p. 59).  
En efecto, la dinámica democrática respecto a la participación en Colombia tiene una 
dinámica múltiple, que proporciona no sólo la integración de las comunidades en la toma de 
decisiones por medio del voto, sino también, de manera representativa para ser elegidos e 
incluso para tomar decisiones respecto a asuntos de desarrollo, protección y progresividad de 
sus derechos. Sobre ello, vinculado además con los derechos políticos siendo la participación 
por excelencia la forma de hacerlos efectivos, se ha referido amplia y recientemente la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, haciendo referencia a la Carta Democrática 
Interamericana, determinando que, “El ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye 
un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen 
para garantizar los demás derechos humanos previstos en la Convención” (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2020, párr. 93), de allí, lo importante y fundamental 
de garantías estatales para el ciudadano en su ejercicio político de participación, aún más 
cuando existe una vulnerabilidad intrínseca en la población por motivo de un conflicto 
armado interno. 
1.1.  Exposición de algunos conceptos de participación política 
La participación, en general, “es la facultad que tienen todas las personas para 
intervenir directamente en las decisiones que les afectan, siendo ésta una de las características 
de un Estado social y democrático de derecho” (CNMH, s.f.). Bajo este entendido, esta 
facultad es un claro ejemplo del desarrollo que requiere cada ciudadano, independiente de su 
posición social o característica cultural. Como se identificó, esta participación hace parte de 
los principios y garantías que proporciona un Estado social de derecho, como lo es Colombia, 
por lo que, su principal fuente normativa será la carta política. 
El concepto de participación política es un derecho que se encuentra consagrado en 
el Preámbulo de la Constitución Política de Colombia, y en el cual se especifica que 
El pueblo de Colombia, en ejercicio de su poder soberano, representado por sus 
delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, (…) y asegurar a sus integrantes 
la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad 
y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un 
orden político, económico y social justo (…), (Constitución Política de Colombia, 
1991). 
El desarrollo constitucional es el punto inicial para develar la importancia que reviste 
hacer partícipe a la ciudadanía en los asuntos que le competen, así como los asuntos propios 
del Estado, en los que también importa la vinculación de cada individuo. Por supuesto, la 
vinculación no puede sustentarse en una actividad que entorpezca o impida el desarrollo 
político, y del cronograma del Estado, debe ser una integración armónica, de lo contrario no 
tendrá el resultado esperado. La temática atañe a este documento, luego de realizar un primer 
acercamiento constitucional, obliga además a evaluar la conceptualización doctrinal con el 
fin de detallar cómo se concibe la participación desde distintas perspectivas. 
Por consiguiente, se enunciará la visión de algunos autores que poseen una importante 
visión en lo que concierne a la participación política stricto sensu. 
Siguiendo a Delfino y Zubieta (2010) en su mención a Verba y Nie (1972) manifiestan que: 
“La participación política es el conjunto de aquellas actividades realizadas por ciudadanos 
privados que están destinadas a afectar la elección del personal gubernamental y/o de las 
acciones que ellos toman” (p. 212). En esta definición se excluye como participación la 
desobediencia civil junto con la violencia, pues no pertenecen al orden correcto de 
involucrarse con el Estado.  
Por su parte, para Bobbio, “la participación política asume varias formas 
(participación electoral, inscripciones, frecuencia en las reuniones…) y es de diferente 
intensidad, según los partidos y según los sistemas políticos, así como se expresa en manera 
diferente en distintos momentos históricos” (2006, p. 31). Frente a esta determinación, se 
logra expresar que la participación política es un concepto dinámico de cada uno de los 
Estados, varía conforme a su contexto social, incluso político, su presencia es notable y no 
se degrada así tenga una forma distinta de verse. 
Para Somuano Ventura (2005) citando a Booth y Seligson (1979) este tipo de 
participación es “el comportamiento que influye o que intenta influir en la distribución de 
bienes públicos” (p .6). Estos autores caracterizan los bienes públicos como “formas 
especiales de bienes colectivos provistos por el gobierno o la comunidad a través del gasto 
gubernamental o comunitario” (p. 66). En esta definición, la participación se presenta como 
conducta que se vincula con los bienes públicos, pues su distribución y destinación es un 
asunto de corte político que incide en la dinámica social, y por supuesto, exige una 
vinculación de los individuos ya sea para la toma de decisiones o la orientación de las 
mismas.  
Para otros autores como Sánchez Ramos(2009):  
La participación contiene en sí el motivo suficiente para congregar a los que por su 
contenido encuentran convergencia en la materia ciudadana o pública. Así, tenemos 
que por asuntos de interés comunitario o asistencial puede darse una intervención de 
los individuos o integrantes de la comunidad (p. 87). 
La anterior conceptualización permite dilucidar además de las características 
anteriores, la motivación como aspecto fundamental, pues es esta la que va a determinar si la 
participación de la ciudadanía debe realizarse, ya que, a pesar de ser importante, no en todos 
los asuntos existentes debe haber una colaboración de los individuos, por lo que, los asuntos 
que competen a la colectividad serán los más dispuestos para la vinculación. 
Por otra parte, y reforzando la idea central se establece “Aún más cuando el sujeto 
tiene interés en el poder político, surge entonces la participación política, la cual se expresa 
a través de la vida y actividades partidistas y en la representación gubernamental” (Sánchez, 
2009, p. 87). Aquí, se integra de manera muy oportuna el aspecto político, ya que, estará 
determinado por la vinculación en las dinámicas de elección tanto para elegir como ser 
elegido, vinculándose a lo que concierne a la democracia representativa. 
Finalmente, para Pasquino (1995) la participación es: 
Un conjunto de actos y de actitudes dirigidos a influir de manera más o menos directa 
y más o menos legal sobre las decisiones de los detentadores del poder en el sistema 
político o en cada una de las organizaciones políticas, así como en su misma selección, 
con vistas a conservar o modificar la estructura (y por lo tanto los valores) del sistema 
de intereses dominante (p. 180). 
En lo que respecta a esta amplia definición, se clarifica aún más la característica de 
influencia que tiene la participación, para quien o quienes deban tomar una decisión en 
específico. Ello, además de proporcionar valor a las determinaciones personales de cada 
individuo, permite asegurar una idónea consecución en los deseos y necesidades de la 
comunidad. 
Otro aspecto notable que estima el autor es que, “(...) participación política tiene que 
ver con organizaciones, buscando la reivindicación y la defensa de los derechos de los más 
vulnerables” (Pasquino, 1995, p. 181), como es el caso de las víctimas del conflicto armado 
en Colombia. Por ello, tal reivindicación refuerza la necesidad imperante de darle un espacio 
a los ciudadanos sin importar su condición, o el mínimo esperado sería otorgar participación 
a quienes pueden verse vulnerados en las decisiones que se puedan tomar. 
Adicional a cada una de las determinaciones de la doctrina, los autores Molina Vega 
y Pérez Baralt (2002) desarrollaron una clasificación de la participación política, que dividen 
de forma interesante a raíz de varias maneras, y en función de varios criterios, de la siguiente 
manera: 
1) Legalidad: Se estima que la participación política y sus actividades pueden ser legales o 
ilegales según disponga el ordenamiento jurídico de cada país. Dentro de las actividades 
legales se incluye el voto y las actividades de campaña, sin embargo, en ellas puede existir 
algún tipo de donaciones o financiamiento que puede considerarse como ilegal. Aquí, 
también se estima la figura del tráfico de influencias y las manifestaciones públicas 
calificadas como ilegales lo que imposibilita una adecuada intervención de los individuos 
en las decisiones estatales. 
2) Legitimidad: La legitimidad para los actos de participación concierne a la aceptación 
tanto de la población como de la comunidad internacional en las acciones o actividades 
que se realicen, lo que se llamaría como actividades de participación convencional, a 
pesar de ello, cuando estas están al margen de lo aceptado y permitido como válido, 
aunque su actividad sea influir en las decisiones gubernamentales se rechazan, puesto 
que, las formas empleadas no son las idóneas. 
3) Institucionalidad: La participación de acuerdo a la institucionalidad hace referencia a la 
integración de los mecanismos estatales en la toma de decisiones, tal como lo son 
elecciones, referendos y cualquier tipo o mecanismo de participación ciudadana5. Cosa 
contraria sucede con la participación no institucional, de cual la que hacen parte de las 
actividades que no que no están relacionadas con las dinámicas oficiales, pero tienen los 
requisitos mínimos para dotar de democracia las decisiones, inclusive, se estima que en 
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la participación no institucional se vinculan las actividades antisistema o violentas pues 
tienen una influencia importante. 
4) Consecuencias de la participación: La participación también puede tener una serie de 
consecuencias como lo es consecuencias decisivas o consultivas en el primer caso las 
decisiones tomadas son respetadas y aplicadas sin embargo para el segundo los resultados 
no son obligatorios y simplemente son tomados y modificados según lo requiera la 
decisión los autores estiman que esta práctica es muy difícil por lo que lo más común es 
vincular las decisiones de forma consultiva 
5) Forma de ejercicio: Frente a este punto, se estima que la participación puede ser directa 
cuando el ciudadano participa activamente, pero, también indirecta cuando se hace por 
medio de representantes, como lo sería el ejemplo de los representantes de las 
comunidades indígenas, de la comunidad LGBTIQ+, o de cualquier minoría que necesite 
ser escuchada pero que no pueda estar toda su en un mismo lugar. 
6) Obligatoriedad: Por último, la participación puede tener una característica obligatoria 
como es el caso de las elecciones que no pueden ser alteradas en sus períodos o los 
referendos en sus decisiones que se ponen a consideración, en cambio, en las 
participaciones facultativas la participación depende del accionar individual y no de una 
decisión estatal.  
Luego de esta amplia categorización de lo que es la participación política y cada una 
de sus circunstancias numeradas, se hace necesario vincular este concepto con la 
participación política en Colombia para las víctimas del conflicto armado. 
1.2.  Participación política efectiva para las víctimas del Conflicto Armado en 
Colombia. 
En Colombia como se estableció con anterioridad, se ha logrado caracterizar 
legalmente a las víctimas con una serie de valiosos instrumentos. El último referenciado es 
la Ley 1448 de 2011, que reconoce tanto a las víctimas del conflicto armado colombiano, 
como sus derechos fundamentales a la verdad, la justicia, la reparación (Zambrano Ramón, 
2016) y la no repetición, admitiendo con esto que en efecto existe un conflicto armado interno 
y es necesario buscar la paz. 
Adicionalmente, en dicho instrumento normativo se menciona la necesidad de crear 
una serie de mecanismos que permitan la participación de las víctimas, en los siguientes 
términos: 
Es deber del Estado garantizar la participación efectiva de las víctimas en el diseño, 
implementación, ejecución y sentimiento al cumplimiento de la ley y los planes, 
proyectos y programas que se creen con ocasión de la misma. Para esto se deberá 
hacer uso de los mecanismos democráticos previstos en la Constitución y la ley, para 
lo cual deberá, entre otros: 
Garantizar la disposición de los medios e instrumentos necesarios para la elección de 
sus representantes en las instancias de decisión y seguimiento previstas en esta ley, el 
acceso a la información, el diseño de espacios de participación adecuados para la 
efectiva participación de las víctimas en los niveles nacional, departamental y 
municipal. 
Llevar a cabo ejercicios de rendición de cuentas sobre el cumplimiento de los planes, 
proyectos y programas que se diseñen y ejecuten en el marco de esta ley y en 
cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 209 de la Constitución Política. Estos 
ejercicios deberán contar con la participación de las organizaciones de víctimas (art 
192). 
De esta manera, y en cumplimiento de lo anteriormente mencionado, la UAV expidió 
la resolución 0388 de 2013 consolidando un protocolo que: 
Tiene por objeto general el marco en el cual se garantice la participación efectiva de 
las víctimas en la planeación, ejecución y control de las políticas públicas dentro del 
Sistema Nacional de atención y reparación integral a las víctimas del artículo 159 de 
la ley 1448 del 2011. Así como garantizar a las víctimas su intervención real y efectiva 
en los espacios de participación ciudadana, local, regional y nacional (art. 1). 
Esta descripción del protocolo es la base del estudio de la misma, pues, al identificar 
cómo se va a materializar la vinculación de las víctimas desde la creación de políticas 
públicas, dado que, esta creación no posee una participación activa de la ciudadana, se puede 
develar si ello protege sus derechos, y también imposibilita que lo consolidado por la ley no 
solo quede plasmado en el papel, sino que cada uno de los individuos tenga como realidad 
una protección estatal suficiente.  
Referente a este punto en concreto es dable indicar que, la efectividad en la 
participación se da cuando: 
 Las víctimas tienen acceso a la información y transferencia de la misma. 
 Se garantiza a las víctimas las condiciones necesarias para participar en las 
decisiones que se tomen frente a las políticas de atención y reparación integral 
a las víctimas. 
 Se disponen de recursos para que las víctimas y sus formas organizativas 
funcionen organizativamente. 
 Se hace entrega de información oportuna, clara y comprensible a las víctimas. 
(UAV, 2013, p.4). 
En este sentido, solo existirá una participación efectiva si la misma se realiza en 
cumplimiento al respeto a las víctimas, tanto en su vinculación como en su estadía en aquellos 
espacios previstos para el diálogo, siguiendo las condiciones citadas anteriormente, y, 
además, estará vinculada a esta efectividad el número de víctimas que hacen parte, pues ello 
devela la realidad de la participación que luego se traduce en políticas públicas6 creadas por 
víctimas y para las víctimas, circunstancia deseada y esperada. 
Ahora bien, más adelante, la resolución identifica en su artículo 5 una serie de 
principios que van a permitir y articular que la participación se dé, entre las más relevantes 
se encuentran: la equidad de género, la autonomía, la eficacia, la promoción de participación 
de las víctimas, articulación institucional, garantía de protección proporcionalidad y una de 
las más importantes, el enfoque diferencial.  
Los mencionados principios son ejes fundamentales que consolidarán lo dispuesto en 
el protocolo, pero, además, son los que regirán la materialización de los mismos. Como se 
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delimitó, el enfoque diferencial es importante y preponderante, puesto que, reconoce que no 
sólo hay un tipo de víctimas, sino que, existen particularidades entre ellas, como, por ejemplo, 
discapacidades, condiciones sexuales, edades, géneros, y condiciones anímicas que impiden 
que a todos se pueda tratar por igual. Por esta razón, la participación debe atender a cada una 
de las necesidades dependiendo de la población en específico, y debe procurar no limitar su 
vinculación.  
Un evento que refleja la importancia del enfoque es la participación de las mujeres 
víctimas del conflicto a través de los programas que desarrollan, logrando apoyar a nivel 
nacional diferentes movimientos que establecen la activa participación política de una gran 
agrupación de mujeres. El 25 de noviembre de 2015 se realizó la movilización denominada 
“Las mujeres Paz-haremos Refrendando LA PAZ”, con alrededor de 5.000 mujeres unidas 
en la lucha por la reivindicación femenina en el marco de la No violencia contra la mujer 
(Ruta Pacífica de las Mujeres, 2015). La participación de las mujeres como la de cualquier 
otro individuo debe realizarse prontamente, pues las violaciones a los DDHH, no cesan a 
pesar de la consolidación de un acuerdo de paz, por lo que su voz y su posición adquieren un 
papel protagónico.  
Por supuesto, a pesar de la existencia de un protocolo que proteja desde cualquier 
perspectiva las víctimas no puede olvidarse la necesidad de ajustar cada uno de los principios 
y cada una de las características a la realidad. Entre los aspectos más importantes a evaluar 
es la cantidad de víctimas han sido reconocidas. Según reporte de la UAV (2020), en 
Colombia, la suma de Víctimas del Conflicto armado a fecha de corte 2020 se encuentra en 
nueve millones cuarenta y ocho mil quinientas quince (9.048.515) personas. En este mismo, 
se precisó, que de las 9.048.515 víctimas, 8.062.515 son casos de desplazamiento forzado, 
1.047.352 homicidios, 182.269 desapariciones forzadas, 10.750 torturas y 37.336 secuestros, 
entre otros hechos victimizantes que se relacionan.   
Las cifras son determinantes para dimensionar las acciones que se adelantarán estatal 
e institucionalmente, ya que, no es lo mismo la participación de 100 víctimas en la creación 
de una política pública, a la participación de más de 8.000.000 de víctimas en distintas partes 
de Colombia y del mundo. En consecuencia, cada uno de los proyectos o estructuras de 
ejecución del protocolo deben tener un estudio previo que permita vincular a todas y cada 
una de las víctimas. 
En este asunto, es pertinente indicar que las víctimas y su reconocimiento se ven 
truncadas en ocasiones por la falta de articulación institucional para establecer, cuántas, cómo 
y por qué son víctimas del conflicto armado ciertos individuos. Un claro ejemplo de ello, es 
la estadística que se maneja para delimitar cuántas personas son afectadas por el conflicto7, 
para la UAV (2020), con base en las cifras recolectadas hay 1.047.352 víctimas de homicidio, 
pero, para el Centro Nacional de Memoria Histórica (2018), como lo muestra la gráfica a 
continuación, la cifra de víctimas fatales asciende a 261.619.  
Fuente: Pasquiali (2019), con base en los datos del CNMH (2018).  
En consecuencia, esta incompatibilidad de cifras debida esencialmente al paso del 
tiempo y actualización de datos del Registro Único de Víctimas, pero también, por la falta de 
uniformidad en los datos que poseen las diferentes organizaciones sin unificación de criterios 
para su medición y publicación (ONU Mujeres y Agencia de Estados Unidos Para el 
Desarrollo Internacional, 2016), aunque no determina el éxito de la protección o la 
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participación de las víctimas, crea un problema en la determinación de los sujetos y su 
adecuada individualización, pues es necesario conocer detalladamente a quiénes se debe 
vincular a programas especiales de atención, así como de las mesas de víctimas de la que se 
abordarán más adelante. De esta manera, se evidencia que, no es suficiente con la existencia 
de protocolos o ayudas si los mismos no se equiparan a la actualidad y al diario vivir de los 
ciudadanos.  
Ahora bien, centrando el análisis en la participación política de los más de nueve millones 
de víctimas en el conflicto armado, es dable determinar que, la participación se fundamenta 
como un camino para restablecer la dignidad del participante y de las demás víctimas, en 
palabras de Palomino Castro y Rodríguez Carrillo (2013) “La dignidad es un valor y un 
derecho ligado al ser humano por naturaleza, que le permite formar autónomamente su vida 
mediante la toma de decisiones y el ejercicio de su libertad” (p. 12). En aras de proteger este 
valor, la participación implica el reconocimiento del ser humano más específicamente en su 
categoría como víctima, y la necesidad de restablecer la dignidad que se vio reducida por 
hechos victimizantes (Jaimes Ramírez y Orjuela García, 2016), que no le dejaron continuar 
su proyecto de vida y tampoco su desarrollo físico, espiritual y social.  
También, aparte de ser un deber del Estado, es un pilar fundamental para construir una 
democracia, pues, “la efectividad de la democracia puede medirse por la capacidad que tiene 
el pueblo de influir en las decisiones que los afectan” (Palomino Castro y Rodríguez Carrillo, 
2013, p. 11). Por lo tanto, a pesar de la elección de representantes políticos, ello no basta para 
que las víctimas sean parte fundamental de las discusiones, ellas necesitan estar presentes en 
los espacios de participación exponiendo sus puntos de vista, y proponiendo una serie de 
soluciones para evitar el olvido y exaltar la atención prioritaria. 
1.3. Políticas Públicas y la participación de víctimas del conflicto armado en su creación 
La resolución expedida por la UAV, de manera explícita incluye la participación en 
las políticas públicas, siendo estas 
Los planes, programas y proyectos, en que se concretan las acciones del Estado, en el 
marco de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, con el fin 
de hacer frente a la problemática de las víctimas del conflicto armado, para atenderlas 
y repararlas integralmente y asegurar el goce efectivo de sus derechos. Las políticas 
públicas para las víctimas serán participativas y tendrá en cuenta para su diseño e 
implementación los enfoques diferenciales de edad, género, étnicos, de condición de 
discapacidad, de diversidad sexual, así como de la visibilidad de todos los hechos 
victimizantes (art. 2). 
Este desarrollo que la resolución propone en cuanto a la vinculación de las víctimas 
en la planeación, ejecución y control de las políticas públicas fortalece la integración de los 
ciudadanos en los asuntos del Estado, en los que se necesita una visión humana y 
experimentada, junto con la visión administrativa o institucional. Junto a ello y como lo 
advierte el alcance del protocolo, la participación fortalece y garantiza la participación de las 
víctimas haciendo más ágil y más expedita, fortaleciendo los espacios de carácter exclusivo 
para las víctimas. 
Esto identifica que, en cada política pública que incida en el desarrollo de los derechos 
de las víctimas del conflicto, las mismas hicieron parte en la producción y jugaron un papel 
principal en la consolidación de los lineamientos de tal instrumento jurídico. Esta importante 
característica permitirá inclusive y posteriormente, que la política pública sirva de 
fundamento para la creación de una ley o reforma de la constitución que aumente la 
protección de las personas que se han visto afectados por el conflicto en Colombia. 
De la política general de víctimas se desprenden varias políticas públicas. Por ejemplo, 
de la política de reparación integral a las víctimas surge una política específica de 
restituciones de tierras. Esta división da más posibilidades de lograr un verdadero impacto 
y superar las condiciones de vulnerabilidad a las que se enfrentan las víctimas. Todo esto 
debido a que para cada medida se asignan responsables, se definen sus alcances y 
presupuesto, así como la forma y el tiempo en que debe cumplirse (Palomino Castro y 
Rodríguez Carrillo, 2013, p. 17). 
Finalmente, y recapitulando lo que expresan los autores, la integración de políticas que 
existen y en las que las víctimas pueden hacer parte, articulando la necesidad de impactar los 
vestigios de la guerra y las situaciones que siguen vulnerando a los ciudadanos y su lucha 
por obtener, reparación, justicia y garantías a cargo del Estado permite lograr el impacto 
esperado, cumpliendo con la deuda que por años tiene el país con todos los más perjudicados. 
2. Génesis del protocolo de participación efectiva de las víctimas del conflicto 
armado en Colombia 
2.1. Antecedentes Normativos 
La Resolución 0388 de 2013, mediante la cual se adopta el Protocolo de Participación 
efectiva de las Víctimas, tiene como antecedentes normativos, diferentes leyes, decretos, y 
normas de rango constitucional entre las que se encuentran: 
Como primer instrumento normativo se halla la Constitución Política de Colombia 
(1991), que, establece:  
Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 
en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación (art. 2).   
Como se delimitó con anterioridad, la participación efectiva de la ciudadanía se 
establece desde el preámbulo, así como, en el artículo 2 desde los fines del Estado. De tal 
suerte, la participación es un punto vital a evaluar de cara a la garantía y a la implementación 
de medios que efectivicen la vinculación en espacios de diálogo y decisión desde los más 
profundos cimientos constitucionales, pues es efectivamente la vinculación de la ciudadanía 
un aspecto imprescindible que obliga al Estado a actuar y confrontar la nula participación. 
Así mismo, en el artículo 13 se consagra que: 
Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, 
lengua, religión, opinión política o filosófica (…). 
La igualdad ante la ley, permite que, sin importar la condición de cada uno de los 
colombianos, incluso de extranjeros, los derechos sean otorgados sin dilaciones, o 
limitaciones de tiempo. También, la igualdad desde la perspectiva de las víctimas permite 
que, el conflicto armado y su debilitación catapulten a los afectados por él, a tomar la voz, y 
solicitar la protección que por tantos años requirieron y fue mínimamente proporcionada. 
Ahora bien, por parte de la ley 1448 de 2011, su artículo 192 establece que: 
Es deber del Estado garantizar la participación efectiva de las víctimas en el diseño, 
implementación, ejecución y sentimiento al cumplimiento de la ley y los planes, 
proyectos y programas que se creen con ocasión de la misma. Para esto se deberá 
hacer uso de los mecanismos democráticos previstos en la Constitución y la ley (…). 
Esta ley como base fundamental de la creación del protocolo, recalca el deber estatal 
frente a la garantía hacia las víctimas, y el desarrollo idóneo de instrumentos jurídicos que 
permitan su debida participación en espacios políticos y de decisión que por supuesto, 
posibiliten la concreción de deseos y necesidades de la población, en propuestas clave para 
su consolidación. Este artículo, aborda los mecanismos de participación tradicionales como 
principio de vinculación de los sujetos en el campo de la decisión política, sin embargo, como 
ya se aludió anteriormente, no solo por medio de ellos se logra la participación ciudadana, 
esta también se desarrolla por medio de la integración en la toma de decisiones y la apertura 
de espacios de dialogo propositivo a los individuos en general. 
En seguida, en el artículo 193 se consagra: 
(…) se deberán conformar las Mesas de Participación de Víctimas, propiciando la 
participación efectiva de mujeres, niños, niñas y adolescentes, adultos mayores 
víctimas, a fin de reflejar sus agendas; Se garantizará la participación en estos 
espacios de organizaciones defensoras de los derechos de las víctimas y de las 
organizaciones de víctimas, con el fin de garantizar la efectiva participación de las 
víctimas. 
En este punto, la ley prevé un mecanismo de participación especial y apartado del 
tradicional que permite la integración de cualquier individuo afectado por el conflicto, 
propiciando el espacio obligatorio, pero ante todo necesario en cuanto a la existencia de 
espacios libres de dialogo que permitan una real intervención desde la perspectiva del 
violentado y su testimonio.  
En el artículo 194 establece:  
Para garantizar la participación efectiva de que trata el presente Título, los alcaldes, 
gobernadores y el Comité Ejecutivo de Atención y Reparación a las víctimas, 
contarán con un protocolo de participación efectiva a fin de que se brinden las 
condiciones necesarias para el derecho a la participación. 
Este último artículo, aunque ya citado es necesario retomarlo, dado que, es el que 
propicia la existencia del protocolo de participación, y, además, vincula a las máximas 
autoridades distritales, municipales y departamentales para que asocien su actividad a la 
creación de espacios para participar, sectorizando así por lugares en específico y eliminando 
en parte el problema respecto a la atención de más de 9.000.000 de víctimas que fue expuesto 
en el primer apartado del texto, no obstante, la adecuación no puede realizarse de manera 
apresurada, esta debe ceñirse a la realidad y a la diversidad de víctimas respetando en todo 
momento y lugar los enfoques diferenciales que hacen parte del protocolo.  
Adicional a la Ley de víctimas, la génesis del protocolo estuvo supeditada de igual 
modo por el Decreto 4800 de 2011, este texto legal se desarrolla con el fin de establecer los 
mecanismos y las medidas de asistencia, atención y reparación integral que se establecieron 
en la ley 1448, uno de los aspectos más importantes respecto al decreto es la creación del 
Registro Único de Víctimas cumpliendo labores de herramienta técnica para identificar la 
población, como lo determina el artículo 17 y subsiguientes.  
Respecto a la participación, este decreto dedica un título especial para delimitar cómo 
y de qué manera es plausible la vinculación de las víctimas, y aún más la efectividad de tal 
integración. Así, y siguiendo el contenido del texto se establece en su artículo 261, que:  
Se entiende por participación aquel derecho de las víctimas a informarse, intervenir, 
presentar observaciones, recibir retroalimentación y coadyuvar de manera voluntaria, 
en el diseño de los instrumentos de implementación, seguimiento y evaluación de las 
disposiciones previstas en la Ley 1448 de 2011 y los planes, programas y proyectos 
implementados para fines de materializar su cumplimiento. 
Es notable al leer detalladamente el citado artículo, un desarrollo con más amplitud 
en cuanto a la materialización y forma de participación, en el mismo tenor que la ley de 
víctimas, pero siendo más específico en el alcance, coadyuvado con la existencia de planes 
y para el caso en específico protocolos. Junto esta determinación sobre la participación, 
también se establece su efectividad al entender a esta como “el ejercicio que estas hacen del 
derecho a la participación a través del uso y disposición real y material de los mecanismos 
democráticos y los instrumentos previstos en la Constitución y las leyes” (art. 262). 
Así, se determina que no basta con otorgar una participación propiamente dicha, sino 
que esta debe ser efectiva en el debido ejercicio de la democracia sin importar las 
características propias de cada individuo que ha sido flagelado por el conflicto. Junto a este 
interesante desarrollo, el decreto también se encarga de delimitar los espacios de 
participación, entre ellos se encuentran: las mesas de víctimas de primer grado (municipales 
o distritales), de segundo grado (departamentales) y de tercer grado (nacional), esto en 
concordancia con el artículo 263, siendo entonces, unos espacios especiales para discutir, 
opinar y realizar “seguimiento de las disposiciones contenidas en la Ley 1448 de 2011” (art. 
264). 
También en el 2011, se expide el Decreto 4802 de 2011, por el que se crea la Unidad 
para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, por la cual se ejecuta y ejecuta la 
Política Pública de Atención, Asistencia y Reparación Integral. Este decreto, enumera una 
serie de funciones entre las que se ubica “Implementar los mecanismos y estrategias para la 
efectiva participación de las víctimas, con enfoque diferencial, en el diseño de los planes, 
programas y proyectos de atención, asistencia y reparación” (art. 3, núm. 5). 
Esta función igualmente fundamenta como es debido la participación y reafirma la 
necesidad de creación de mecanismos para la participación efectiva de las víctimas, en los 
que se encuentra por supuesto el protocolo, por lo cual, este decreto también posibilita y 
respalda su creación. Puede verse de igual modo que, la vinculación ciudadana tendrá 
representación por parte de la Subdirección de Participación la cual tiene como función 
“Realizar las actividades y estudios necesarios para el diseño del Protocolo de Participación, 
con la interlocución de las víctimas y otros actores, en los espacios establecidos para tal 
efecto” (art. 17, núm. 1). 
Así, el protocolo no solo se estableció como una necesidad, sino además se le confirió 
a una subdirección en específico su consolidación, por lo tanto, es notable el valor que posee 
la constitución de este instrumento para proporcionar una adecuada vinculación a espacios 
de dialogo, en los que puedan participar los ciudadanos, así como las víctimas. En definitiva, 
cada uno de los instrumentos que abordan tanto conceptual como procedimentalmente la ley 
de víctimas, y cada uno de sus mandatos es pieza clave para comprender el impacto que tuvo 
el establecimiento en debida forma de un protocolo, que permitiera la participación de las 
víctimas en la creación de instrumentos jurídicos como políticas públicas que aborden sus 
derechos y protección. 
2.2. Espacios de diálogo creados para las víctimas en el marco de la resolución  
Luego de determinar cuál es la génesis del protocolo tanto legal como 
constitucionalmente, es necesario ahora delimitar cuáles son los alcances y los pormenores 
que hacen parte de él como una herramienta fundamental en la representación de los 
afectados por el flagelo de la guerra, reivindicando sus derechos y estatuyéndose incluso 
como un deber democrático en lo que respecta a la participación y sus espacios.  
El Protocolo de Participación para las Víctimas tiene, en su título número II el espacio 
abanderado para la participación efectiva de las víctimas, que es, la mesa de participación 
efectiva. Esta mesa se establece como: 
Son los espacios de trabajo temático y de participación efectiva de las víctimas de 
orden municipal, distrital, departamental, y nacional, elegidos o designados por las 
mismas víctimas de sus organizaciones y destinados por la discusión, interlocución 
retroalimentación, capacitación y seguimiento de las disposiciones contenidas en la 
ley 1448 del 2011, sus decretos reglamentarios la jurisprudencia y demás normas 
complementaria (art. 7). 
Como se puede establecer en el párrafo anterior, estas mesas de participación 
permiten la integración en la discusión a las víctimas, así como, la capacitación, este aspecto 
es de vital importancia, puesto que, los hechos victimizantes que produjeron la calidad de 
víctima a ciertos individuos, impidieron su desarrollo adecuado tanto personal como 
académico, por tal razón, la capacitación como oportunidad, permite que incluso en espacios 
de participación se pueda reparar a la víctima y se le pueda brindar una serie de opciones y 
posibilidades que ayuden su crecimiento.  
Junto a esta primera definición, el protocolo se encarga de enumerar una serie de 
funciones que serán compatibles con la participación, por ejemplo, la mesa será la instancia 
válida para la interlocución entre las entidades públicas, y de igual modo con la 
administración, para la implementación de las políticas públicas (art. 8, n.1). Otra de las 
funciones más enriquecedoras de este espacio de participación es la vinculación de temáticas 
tendientes a valorar los enfoques diferenciales, por ejemplo, para los derechos de los 
menores, mujeres, etnias, población LGBTIQ+, entre otros. Estas funciones son de vital 
importancia en cuanto a la representación de las víctimas, pues, la existencia de un ente que 
interceda y canalice las opiniones de las poblaciones vulneradas permite que no se pase por 
alto el sentir de los perjudicados. 
Debe estimarse en este sentido que, ante la creación de políticas públicas o en la 
intervención de procesos que competen al Estado, las víctimas no son expertas o no conocen 
a profundidad los pormenores de cada procedimiento, por lo que, la participación debe ir 
íntimamente ligada a procesos de formación que incentiven a cada individuo a ser parte 
olvidando su limitaciones o desconocimiento. Por tanto, será suficiente la vinculación de las 
víctimas si ellas son integradas, reconocidas, amparadas, ayudadas y ante todo atendidas en 
cada una de sus dudas y sus opiniones. 
Por supuesto este mecanismo de participación como base fundamental del protocolo 
no nace simplemente de la redacción del texto, para la creación de todo el articulado, se tuvo 
una participación de varios individuos tanto de instituciones estatales, así como 
organizaciones internacionales. De tal suerte, este: 
Surgió a partir de un ejercicio deliberativo que recogió los aportes, las observaciones, 
las sugerencias y las propuestas de múltiples documentos, foros, reuniones y 
sugerencias aportados por Organizaciones de Víctimas, entidades estatales, entes 
territoriales, órganos de control, entidades de cooperación, ONG y, los distintos 
espacios de concertación como el espacio Nacional Transitorio, los Espacios 
Territoriales, y las Mesas de Fortalecimiento de organizaciones de población 
desplazada de todo el país (Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2013, p. 
32).  
Aparte de esta amplia participación que se detalló con anterioridad, el Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos argumenta que,  
el proceso no estuvo exento de dificultades, de álgidos debates regionales y 
nacionales e, incluso, la etapa final de su discusión fue realizada en el Congreso de la 
República, donde se le dedicaron dos debates de la Comisión de Seguimiento de la 
Ley de Víctimas del Senado, con presencia de la Contraloría, la Procuraduría y la 
Defensoría del Pueblo (IIDH, 2013, p. 32).  
A pesar de la necesidad imperante de un mecanismo de participación en el cual las 
víctimas puedan hacer parte, y puedan discutir aspectos vitales para su reparación y 
reincorporación a la vida en paz, el procedimiento que surtió el protocolo junto con la 
creación de las mesas no fue compartido por todos, ni mucho menos fue respaldado como se 
esperaba, no obstante, superadas las dificultades el protocolo fue promulgado y se dio a 
conocer al público en general pero en especial a los perjudicados y a los primeros 
involucrados. 
Otro aspecto que no puede omitirse en la mención de los espacios de participación, 
es la existencia de espacios adicionales, como lo son los comités Territoriales de Justicia 
Transicional creados por la ley 1448, y los consejos municipales de paz que se desarrollaron 
en cada territorio para maximizar la participación en los términos que la ley de víctimas 
prevé. Tales espacios, se encuentran ligados en aspectos fundamentales con las mesas de 
participación así: “En el proceso de elaboración de los Planes de Acción Territorial PAT, el 
Comité de Justicia Transicional debe garantizar la participación efectiva de los representantes 
de las Mesas de Participación de Víctimas” (UAV, 2013, p. 17).  
Por partes de los comités, que datan de 1998, pero fueron reactivados en el 2014, se estima 
que brindan asesoría a los gobiernos territoriales en construcción de paz y Promoción de 
programas de reconciliación (Caribe afirmativo, 2018), como lo serían las mesas de 
participación creadas por el protocolo. Por tanto, los espacios de diálogo creados por el 
protocolo, así como la ley, son las herramientas precisas para reivindicar el papel de las 
víctimas en la lucha por el reconocimiento de sus derechos.   
2.3. Fases del protocolo de participación para las víctimas  
Al observar la construcción del protocolo para la participación de las víctimas, es 
necesaria la revisión del relato que ofrece el Instituto Interamericano de Derechos Humanos 
IIDH, y la Unidad de Víctimas (2013), de la siguiente manera. Para el año 2012, se presenta 
el primer borrador sobre el protocolo, y a partir de allí, se inicia un proceso que contó con 4 
etapas. La primera de ellas, fue una fase exploratoria que contó con la participación de 365 
víctimas, en 18 departamentos. 
Durante la fase de exploración, se contó con el apoyo de varias instituciones que 
lograron enriquecer cada una de las necesidades que subyacen, a raíz de querer que las 
víctimas participen y tengan un espacio efectivo en el que puedan expresar sus ideas. Tal 
proceso inicial, se realizó durante los últimos meses del 2012 y los primeros meses del 2013 
consolidándose un borrador con la participación de las organizaciones y la compilación de 
las propuestas que se realizaron en los foros regionales (IIDH y UAV, 2013, p. 33). 
Luego, la segunda fase se desarrolló desde el análisis de las propuestas que fueron 
presentadas por las Comisiones de seguimiento de las políticas o desplazamiento forzado 
junto a la Comisión colombiana de juristas y la Fundación social. Esto sucedió luego de que 
el primer borrador fuera socializado a varias organizaciones, entre ellas, organizaciones de 
mujeres víctimas. Junto con la socialización, se realizó una publicación en línea de páginas 
web de diversa índole con el fin de informar y hacer partícipe al país. Como lo expresa el 
instituto y la UAV (2013) luego de ello, se recibieron nuevas propuestas que se fueron 
incluyendo conforme a su llegada para luego consolidar un nuevo borrador para ser 
nuevamente evaluado. 
 La tercera fase, abordó la nueva redacción del documento atendiendo a las propuestas 
y el nuevo redireccionamiento que se le dio al texto. A pesar de consolidarse un nuevo 
borrador, se decidió nombrar una Comisión redactora que entregó la propuesta del articulado 
a instancias de, la Procuraduría, la Contraloría y la Defensoría, luego de un extenuante tiempo 
de discusión para formalizar un documento con el que todos se sintieran representados (IIDH 
y UAV, 2013, p. 38). 
 Por último y como cuarta fase, se incluyeron los tan importantes enfoques 
diferenciales junto con el nuevo texto. El texto consolidado llegó hasta el Senado de la 
República de Colombia para ser debidamente analizado y detallado. Pasados algunos 
debates, se decidió que debía incluirse a esta propuesta de protocolo, la integración de 
enfoques diferenciales para darle igual tratamiento a cada una de las víctimas sin distinción 
alguna. Por supuesto, cada nuevo borrador se socializaba con organismos de cooperación y 
con la página web de la UAV.  
 Tal exposición del texto tenía como fin, incluir los aportes de la sociedad y de la 
ciudadanía. Posteriormente, después de consolidarse el texto y de incluir cada una de las 
propuestas, el 10 de mayo se firma la resolución y se adopta el protocolo, como “el primer 
instrumento en el mundo, que estructura un sistema de participación para las víctimas de un 
conflicto armado.” (IIDH y UAV, 2013, p. 39). 
Entre los aspectos más interesantes y destacados por la IIDH y la UAV (2013) se 
encuentra la propuesta para que el protocolo fuera adoptado como un decreto presidencial, o 
por un decreto con fuerza de ley, incluso, como un decreto reglamentario de la ley de 
víctimas, sin embargo, tal petición no fue aceptada pues la ley ya tenía un decreto 
reglamentario (Decreto 4800 de 2011) y no podría existir otro igual (p. 40). 
Por otra parte, también existieron un sin número de propuestas para modificar las 
funciones de las personerías y la Defensoría del Pueblo en razón a la participación de las 
víctimas, sin embargo, por la imposibilidad de modificar las funciones se desestimaron las 
propuestas pues la ley otorga esa facultad (p. 41). Junto a estas propuestas se evaluó la 
participación de los niños, niñas y adolescentes (en adelante NNA). Esto a raíz de las 
discusiones frente a los escenarios en los que ellos pudiesen participar, pues, los espacios 
para los mayores de edad no eran propicios y las mesas integradas no eran el espacio idóneo 
para la expresión de sus ideas. Luego del análisis, se aprobó la adopción de un protocolo para 
NNA que se articulará con las mesas nacionales para que las propuestas fueran escuchadas 
(p. 42). 
3. Implementación y socialización del protocolo de participación 
3.1. Socialización e implementación de la Resolución 0388 de 2013 
La socialización de este protocolo se hizo inmediatamente después de su expedición, 
a la que inclusive se le realizaron dos complementaciones como advierte la Unidad de 
Atención y Reparación Integral a Víctimas (2014a): La primera fue “la expedición de la 
Resolución 0588 de 2013, en la que se aclara el proceso de elección de las mesas municipales 
y la Mesa Nacional” y la segunda, “la expedición de la Resolución 01448 de 2013, la cual 
modifica y adiciona lo relacionado a los periodos de las mesas de participación.” También, 
se delimitó que “En el segundo semestre de 2013, se realizó un proceso de socialización del 
Protocolo en los 32 departamentos, en el cual participaron 898 organizaciones de víctimas y 
209 organizaciones defensoras de víctimas del orden departamental y distrital” (p. 54). 
Tal socialización se realizó con el uso de los medios de comunicación para llegar a 
cualquier parte del mundo y así, poder vincular a la mayoría de víctimas posibles junto a la 
ciudadanía, ello con el fin de informar cuáles son los derechos que le asisten a cada una de 
ellas, y cuál es el plan del gobierno para que las víctimas participen. Para tal fin, se 
implementaron dos estrategias de comunicación, la primera “Participaz”:  
Es una iniciativa pedagógica sobre la ruta de los derechos, liderada por la Unidad para 
las Víctimas; en 18 capítulos para televisión, esta iniciativa busca explicar de manera 
práctica, fácil y divertida las políticas públicas a las que pueden acceder las víctimas 
del conflicto armado para el restablecimiento de sus derechos, además de llamar la 
atención sobre la importancia de su participación activa en este tipo de procesos; este 
proyecto busca llegar a los canales locales y regionales de todo el país (UAV, 2014a, 
p. 54).  
Esta primera estrategia sin duda alguna, es una de las más oportunas para llegar a todo 
tipo de víctimas, desde la perspectiva de su edad o de sus condiciones socioeconómicas, 
puesto que, al otorgarle practicidad a información tan importante como lo es la participación 
y asimismo la existencia de políticas que ayudan y protegen, ayuda a que las víctimas se 
sientan atraídas y decidan acceder a escenarios como las mesas de dialogo. Junto a esta 
estrategia también se encuentra, la Campaña “Por las Víctimas, por la paz”:  
La estrategia principal de la campaña ha consistido en el mensaje "Ponte la camiseta 
por las víctimas y por la paz", con el cual se ha invitado a alcaldes y gobernadores; 
estudiantes, personalidades públicas, a organizaciones sociales, empresarios, y 
ciudadanos en general, a través de eventos públicos masivos (conciertos y marchas 
regionales, visitas a barrios, centros comerciales, universidades y colegios) liderados, 
por cantantes y artistas reconocidos y comprometidos con la campaña (Unidad de 
Atención y Reparación Integral a Víctimas, 2014a, p. 55).  
Así como la primera de las estrategias, esta campaña logra ser muy cercana a cada 
uno de los individuos, logrando que la comunidad sin haberse visto perjudicada con la guerra, 
decida adueñarse de los espacios de comunicación, y permita que las víctimas se sientan 
respaldadas, protegidas, y visibilizadas. Incluso, la campaña permite que, desde los más altos 
funcionarios del Estado, así como las personas más conocidas en la farándula, el 
entretenimiento. y el arte, se involucren activamente en la creación y reconocimiento del 
poder transformador del diálogo y la participación. 
Recapitulando lo anteriormente expuesto, es claro que, las víctimas necesitan no solo 
instrumentos que las reconozcan, sino, además procesos que las involucren, las alienten y la 
concienticen, al respecto, se ha establecido que la concientización es una condición del 
empoderamiento, tal y como lo argumenta Oraisón (2016), así mismo aduce que, ello permite 
la transición de una posición paciente, a una posición de un sujeto racionalmente motivado a 
intervenir en las deliberaciones públicas (p. 94). En suma, al motivar desde cualquier ámbito 
a la víctima, puede ello permitir que esta no sea una simple espectadora, sino una actora 
activa en su proceso de reparación y reivindicación. 
3.2. Mesas de víctimas: Consolidación, instalación e importancia  
La resolución que da vida al protocolo de participación, abanderó su consolidación 
con un espacio de participación en específico, como lo son las mesas nacionales, 
departamentales, municipales y distritales. Estas, son las articuladoras primarias para el 
dialogo activo y efectivo, entre las víctimas y la administración. El concepto primario que se 
le otorga a las mesas, las describe como: 
Los espacios de participación y representación de la población afectada por el 
conflicto, establecidos en la Ley 1448 de 2011, para la interlocución con el Estado en 
todos los niveles territoriales (municipal, departamental, distrital y nacional), y cuyo 
fin es la incidencia en la construcción, ejecución y control de las políticas públicas 
para las víctimas (Unidad de Atención y Reparación Integral a Víctimas, 2014b, p. 
13). 
Como fue delimitado, las mesas tienen un enfoque participativo para incluir a las 
víctimas y ser el interlocutor para solventar las propuestas que puedan llegar a 
presentarse. Esto es posible, mediante la articulación con regiones, departamentos, 
municipios, y distritos, por lo que, las mesas se dividieron por grados desde lo 
dispuesto en la resolución de la siguiente manera:  
Fuente: Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (2016).  
La división territorial, obliga a una conformación de estrategias para gobernadores, 
alcaldes y las máximas autoridades de cada lugar, por lo que, en aras de cumplir con todas 
las funciones prevista por el artículo 8, se estructurarán y evaluarán la manera de integrar a 
todos los actores esenciales en la participación en la creación en el escenario político. 
Además, esta división también irá centrada tanto en los ya tratados enfoques diferenciales, 
así como en los hechos victimizantes.  
De tal suerte, referente a los primeros, la conformación se hará al evaluar 
características como: población LGBTI, mujeres, jóvenes (entre 18 y 28 años), persona 
mayor (más de 60 años), persona en situación de discapacidad, y grupos étnicos. Frente a los 
hechos victimizantes, se prevé la consolidación por delitos, así: Contra la vida y la libertad 
(homicidios, masacres, secuestro, desaparición forzada), contra la integridad física o 
psicológica, violencia sexual y desplazamiento forzado (Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, 2016). 
Esta división, irá articulada con el Registro Único de Víctimas, pues, harán parte de 
las mesas, quienes estén inscritos, y, además, los que pertenezcan a las organizaciones de 
víctimas (OV) o a organizaciones defensoras de las víctimas (OVD). Según la Unidad para 
la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (2016), los primeros “son grupos 
conformados en el territorio colombiano a nivel municipal, distrital, departamental o nacional 
por personas que han sufrido daños con ocasión al conflicto armado interno, su 
reconocimiento se da por el hecho de su constitución.” y los segundos,  
“Son organizaciones conformadas en el territorio nacional de acuerdo con su régimen 
legal y reglamentario; su objeto social debe ser la defensa, promoción, 
reconocimiento y protección de los derechos de las víctimas (artículos 265 y 266 del 
Decreto reglamentario 4800 de 2011)” (p. 18).  
Adicionalmente, se requiere poseer pruebas así sean sumarias, que logren demostrar 
el hecho victimizante, también, no tener antecedentes penales, disciplinarios, exceptuando 
los delitos políticos o culposos, esto en consonancia con el artículo 17 de la resolución. 
Por otra parte, la mesa se consolidará con una estructura jerárquica que coordinará las 
sesiones, los proyectos, informes y cada uno de los elementos a los que se encuentran 
obligados. Las personas que representan la estructura interna, son elegidas de manera 
democrática y bajos los parámetros que se establecieron para tal fin, siempre y cuando cada 







Fuente: Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. (2016).  
El plenario es la máxima autoridad en la mesa, y garantiza la efectiva participación. 
Este está constituido por los representantes de los OV y OVD. El coordinador, posee 
funciones como la dirección de la mesa, la orientación de las discusiones y la recepción de 
informes. En lo que respecta a la secretaria técnica, esta se encargará de convocar elecciones, 
recibir y tramitar solicitudes, entre otros aspectos. Por último, cada uno de los comités se 
encuentra encargado de la elaboración de propuestas que atañen a cada enfoque, con el fin 
de otorgarle un direccionamiento preciso a las propuestas de cada mesa. 
Este procedimiento y parámetros dispuestos, se han materializado según las 
estadísticas de la UAV, así: 
Primer proceso de elección 2013-2015                  886 Mesas municipales 1 Mesa distrital de Bogotá 
920 mesas de víctimas  32 Mesas departamentales  1 Mesa nacional  
Segundo proceso de elección 2015-2017  982 Mesas municipales 
1 Mesa distrital de Bogotá 
14 mesas locales  
1.030 mesas de víctimas 32 Mesas departamentales  1 Mesa nacional  
Segundo proceso de elección 2017-2019 1.004 Mesas municipales 1 Mesa distrital de Bogotá 
19 mesas locales 
1.057 mesas de víctimas  32 Mesas departamentales  1 Mesa nacional  
Fuente: Creación propia a partir de la información publicada por la Unidad de Atención y 
Reparación Integral a Víctimas, 2019. 
Los tres periodos delimitados, demuestran la amplia participación de las víctimas y 
la integración de las mismas en todas las mesas alrededor del país. Puede analizarse entonces 
que, en el primer periodo (2013-2015) hubo una cifra de 920 mesas de víctimas, para el 
segundo periodo (2015-2017) la cifra llegó a las 1.030 mesas, es decir hubo un aumento de 
108 mesas, lo que se traduce en mayor participación y mayor porcentaje de víctimas incluidas 
en los procesos participativos. Para el último periodo (2017-2019) las mesas ascendieron a 
1.057, aunque solo se sumaron 27 mesas a estos años, ello logra demostrar la importancia 
que sigue revistiendo para la comunidad la integración en la participación. 
En la actualidad, 7 años después de expedida la resolución, es nototrio el avance y el 
no decaimento de esta intención pionera en el mundo, más aún cuando la conyuntura exige 
no solo la participación como en el 2013 se concebia, sino además la vinculación desde la 
perspectiva de la Justicia Transicional y todos los procesos que se adelantan en el marco de 
la consolidacion de la paz.  
Merece hacerse hincapié en que, la amplia presencia en el tiempo del protocolo, más 
allá de sus cimientos bastante robustos, se debe al compromiso que ha tenido el gobierno en 
cuanto a los cambios requeridos para la resolución, ajustándola conforme a las dinámicas que 
se presentan día a día, y poniéndola al servicio, por ejemplo, del proceso de paz o de la 
consolidación de procesos transformadores en aras de superar más de seis décadas de 
conflicto. Tales modificaciones se han realizado hasta enero de 2019 a cargo de las 
resoluciones, 00250 de 2019, 0677 de 2017, 01282 - 01281- 01392- de 2016, 0828 de 2014 
y 588- 801- 01448 de 2013. 
Conclusiones 
 Luego del estudio detallado de la resolución 0388 de 2013 expedida la UAV, se logra 
determinar que la existencia de un protocolo que posibilita la participación efectiva de las 
víctimas, en cuanto a la creación de políticas públicas que desarrollan sus derechos o 
consoliden los medios para su reparación y reivindicación, es una de las mejores maneras 
para vincular a los perjudicados en cada uno de los procesos, sin limitarlos solo a la 
participación en el proceso penal que condena al victimario.  
En este entendido, al hablar de la víctima frente al hecho victimizante y el proceso 
que se desarrolla, es necesario evaluar y luego disponer los medios idóneos limitando que en 
los procesos de reparación exista una nueva victimización. Además, la satisfacción de las 
víctimas, desde diversas perspectivas no solo debe cubrirse con la caracterización y la 
vinculación a procesos penales, ello debe suplir cada una de sus necesidades y deseos que se 
vieron truncados a raíz de los delitos cometidos en el conflicto armado colombiano. 
Por supuesto, los procesos con las víctimas no se limitan a proporcionar recursos o 
subsidiar su existencia, estos deben ir encaminados a restablecer, reestructurar, y reivindicar 
la dignidad humana de la ciudadanía, evitando que los individuos sean olvidados o 
desestimados por el paso del tiempo o la gravedad del hecho que originó la victimización. 
Adicionalmente, tales procesos deben estructurarse otorgándole el protagonismo a las 
víctimas sin que ello signifique más trámites, más procesos y más impedimentos de los que 
ya pueden constituirse, por lo que, se evita la revictimización, entendida como la nula 
protección del Estado al amparar a los perjudicados por el conflicto. 
La mencionada revictimización, debe impedirse de cualquier manera, y a toda cosa, 
eliminando cualquier tipo de restricción a cada uno de los derechos de las víctimas, como lo 
es la verdad, la justicia, y las garantías tanto del Estado como de los victimarios. Este 
impedimento necesario, se vio materializado con la creación de la ley 1448 del 2011, pues 
fue esta la ley pionera en abordar a la víctima como un todo, y no sólo como una parte de un 
proceso. Junto a ello, al realizar una detallada evaluación de cada uno de los artículos, es 
notable que el legislador fue minucioso y detallado al desarrollar las garantías para las 
víctimas evadiendo cualquier tipo de vulneración a los derechos fundamentales, así como los 
DDHH, y los instrumentos jurídicos que Colombia ha ratificado y ha hecho parte de su 
bloque de constitucionalidad.  
Ahora, al estudiar la particularidad de la ley se evidenció la propuesta de creación de 
un protocolo de participación para las víctimas, permitiendo que ellas estén vinculadas en 
espacios de diálogo, de interlocución y de integración con la sociedad, partiendo de la 
premisa que la participación es la mejor manera de efectivizar la democracia. Desde esa 
perspectiva, se denota que la participación como punto clave en la reparación a las víctimas 
y los perjudicados con ocasión al conflicto armado, posibilita que todos los involucrados 
directa o indirectamente no abandonen su lucha por visibilizar el impacto que la guerra 
ocasionó en su vida. 
La participación mencionada, al ser detallada desde los medios de diálogo que 
propone el protocolo, es decir, desde las mesas de participación, ya sean nacionales 
departamentales, municipales o distritales desestima la idea errada de la participación 
democrática resumida en el voto o el derecho a ser elegido. Así, la representación política no 
sólo se puede materializar en época de elecciones, esta también debe materializarse en 
procesos transformadores como los de la justicia transicional, junto con la consolidación de 
procesos de paz, y la transición de las violentas a épocas, a tiempos de conciliación como lo 
fue el contexto en el que se creó la ley de víctimas y restitución de tierras.  
 Por lo tanto, al hacer efectivo el protocolo, y al hacerlo parte de cada uno de los entes 
territoriales, la intención que parecía utópica y titánica de vincular a más ocho millones de 
víctimas como se identificó al revisar las cifras en el primer punto de este artículo; es posible 
y se representa en 1.057 espacios de diálogo, en los que se debaten, proponen y estructuran 
planes que ayudan a la completa formación de políticas públicas por y para las víctimas.  
 En este sentido, la participación y los espacios especiales para ello, permite que la 
ciudadanía supere cada uno de los hechos que han marcado su historia, no desde el olvido 
sino desde la reconciliación, evitando que se reproduzcan las épocas violentas y que la 
ciudadanía se no transforme negativamente. Por supuesto, es imposible que con el simple 
hecho de existencia de una mesa de participación las víctimas se encuentren representadas y 
garanticen todos sus derechos, sin embargo, el primer paso para consolidar y estructurar un 
adecuado procedimiento es poner a disposición y en conocimiento a toda la población de lo 
que es y lo que significa el diálogo, paso que ya se cumplió con los proyectos tanto con el 
acercamiento a la comunidad como con los programas para televisión. 
El protocolo y cada una de sus modificaciones, efectivizan los derechos de la 
víctimas, no obstante, argumentar o asegurar que el protocolo es efectivo de manera absoluta, 
y dota a todas las víctimas de soluciones es una afirmación que se aleja absolutamente de la 
realidad. Por el contrario, asegurar que el protocolo permite y facilita la efectividad de la 
participación de las víctimas del conflicto armado, desde el respeto por su condición, la 
transparencia en la que se fundamenta su vinculación y ante todo, la escucha frente a sus 
propuestas, es una realidad plausible en las mesas que año a año se consolidan.  
Todo ello es logrado a través de un instrumento, que crea mesas de participación y 
agrupa a varias comunidades, desde enfoques diferenciales, que luego de un exitoso proceso 
se transforma en cambios estructurales, en consolidaciones sociales en cuanto a las dinámicas 
actuales, e incluso, proporciona resultados que pueden hacer parte y fundamento de una ley 
de víctimas en la que se recoja todos y cada uno de los baluartes de cada instrumento jurídico 
que se ha podido materializar en el país. 
Con todo lo anterior, es claro que, a pesar de la amplia participación evidenciada, es 
visible todo el camino que queda por recorrer, por ello, es necesario vincular a la ciudadanía 
y aquellas víctimas que no creen en la institucionalidad y la intención estatal por proporcionar 
a las víctimas de un puente entre la violencia y la paz, y de igual manera, vincular aquellas 
víctimas a las que se les ha negado su condición, pues tal situación elimina la obtención de 
sus derechos, creando una grieta enorme entre lo que se menciona en las leyes, decretos y 
resoluciones, y lo que sucede realmente en las zonas más vulnerables del país.  
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